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la Audiencia Provincial y de los razonamientos sobre
aquéllas efectuados en su fundamento jurídico cuarto
se deduce que la Audiencia Provincial extrajo todos los
elementos de prueba de la autoría de las lesiones —que
considera tanto prueba directa, como indicios de corro-
boración—, de las citadas declaraciones, del parte del
servicio de urgencias, del certificado del médico forense,
y, finalmente, de un razonamiento sobre la eventual expli-
cación lógica de las discrepancias sobre el tipo de coche
que atropelló al recurrente entre las declaraciones del
denunciante y las de la policía local. En efecto, la Audien-
cia Provincial tomó como punto de partida la declaración
del denunciante, atribuyendo la autoría de la conducción
y las lesiones al denunciado; a ello añadió como ele-
mentos de corroboración: que el denunciado salió de
su casa conduciendo su coche a las cinco de la tarde
del día en que ocurrieron los hechos, la existencia de
huellas de frenada que partían de la casa del denunciado
hasta la del denunciante con un desvío de 45 grados
sobre la trayectoria normal, que el recurrente tiene un
coche Nissan Patrol —tipo de coche que el denunciante
dijo haber sido el que le atropelló—, y que la confusión
inicial sobre el coche era debida a la posesión de dos
coches. Además, se refiere la Audiencia Provincial al
parte del servicio de urgencias y al certificado del médico
forense que acreditarían la realidad de las lesiones.

Pues bien, sin perjuicio de la eventual razonabilidad
y suficiencia de estos elementos de prueba para acreditar
conjuntamente la autoría de los hechos, es lo cierto que
con la salvedad de la existencia y entidad de las lesiones
que han sido acreditadas mediante el parte del servicio
de urgencias del hospital y del certificado del médico
forense, el resto de los hechos indiciarios resultaron acre-
ditados a través de las declaraciones del denunciante,
del denunciado y de los policías locales. En especial,
ha de señalarse, de un lado, que las huellas de frenada
desde la casa del denunciado a la del denunciante con
un desvío de la trayectoria de 45 grados constituye un
dato que se introdujo en el juicio oral mediante la decla-
ración de los policías locales y no mediante ningún medio
de prueba documental anexo al atestado y, de otro, que
el Juzgado de Instrucción razonó la inconsistencia de
este indicio, afirmando que no se había identificado el
tipo de vehículo al que pertenecían las huellas, ni éste
había sido localizado.

Por consiguiente, resulta evidente que la Audiencia
Provincial se pronunció sobre la culpabilidad del acu-
sado, absuelto en primera instancia, quien siempre negó
haber atropellado al denunciante, sin celebrar nueva vis-
ta pública y, por tanto, sin oír personalmente a los policías
locales, al denunciante y al denunciado, de modo que
con dicho proceder vulneró el derecho del demandan-
te de amparo al proceso con todas las garantías
(art. 24.2 CE), pues la revisión y corrección de la valo-
ración y ponderación de los testimonios de los testigos
y acusado, con base en la que efectuó la modificación
de los hechos probados y consideró acreditada la autoría
del acusado, requería la celebración de vista pública y
oír personalmente a los testigos y al finalmente con-
denado.

5. La declaración de vulneración del derecho al pro-
ceso con todas las garantías (art. 24.2 CE) ha de ir acom-
pañada en el presente caso de la declaración de vul-
neración del derecho a la presunción de inocencia
(art. 24.2 CE), a pesar de que, como advierte el Fiscal,
ciertamente, las declaraciones de los testigos y del acu-
sado no fueron los únicos medios de prueba valorados
por la Audiencia Provincial.

Como acabamos de exponer, la Audiencia Provincial
valoró el parte médico del servicio de urgencias, así como
el certificado médico forense, si bien tan solo en cuanto
elementos de corroboración de la credibilidad de las

declaraciones del denunciante. Como sostiene el
recurrente, de dichos documentos por sí mismos no pue-
de deducirse la autoría de las lesiones, sino tan sólo
su existencia y naturaleza (SSTC 198/2002, de 28 de
octubre, FJ 5; 209/2003, de 1 de diciembre, FFJJ 4
y 6), conclusión corroborada por el hecho de que la
propia Audiencia Provincial los utilizara solo como indicio
de refuerzo de la credibilidad de la declaración del denun-
ciante. En suma, si la Audiencia Provincial no podía valo-
rar como prueba de cargo las declaraciones testificales
—denunciante y policía local— y del acusado sin celebrar
nueva vista en apelación por impedírselo las garantías
de inmediación, publicidad, oralidad y contradicción, y
si de los mencionados documentos por sí solos no es
posible inferir la autoría de las lesiones, es obligado con-
cluir que se ha producido también la vulneración del
derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE); razón
por la cual no procede la retroacción de actuaciones,
sino tan sólo la anulación de la Sentencia condenatoria
de la Audiencia Provincial al igual que hemos hecho
en ocasiones similares (SSTC 167/2002, de 18 de sep-
tiembre, FJ 12; 197/2002, de 28 de octubre, FJ 5;
198/2002, de 28 de octubre, FJ 5; 212/2002, de 11
de noviembre, FJ 4; 68/2003, de 9 de abril, FJ 4;
118/2003, de 16 de junio, FJ 6).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Antonio
Martín Martín y, en su virtud:

1.o Reconocer sus derechos al proceso con todas la
garantías y a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE).

2.o Anular la Sentencia de la Sección Primera de
la Audiencia Provincial de Granada de 24 de enero de
2002.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de mayo de dos mil
cuatro.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo Gar-
cía Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier
Delgado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge
Rodríguez-Zapata Pérez.—Firmado y rubricado.

10771 Sala Primera. Sentencia 95/2004, de 24 de
mayo de 2004. Recurso de amparo
2572-2002. Promovido por don Pedro Reyes
García-Hierro Guisado frente a la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Madrid que le
condenó por un delito de robo con intimi-
dación.

Vulneración de los derechos a un proceso con
garantías y a la presunción de inocencia: con-
dena pronunciada en apelación sin haber cele-
brado vista pública (STC 167/2002).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio, don Rober-
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to García-Calvo y Montiel y don Jorge Rodríguez-Zapata
Pérez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2572-2002, promovido
por don Pedro Reyes García-Hierro Guisado, represen-
tado por la Procuradora de los Tribunales doña Estrella
Moyano Cabrera, y asistido por el Abogado don Anto-
nio Alberto Fernández López, contra la Sentencia
núm. 167/2002 de la Sección Sexta de la Audiencia
Provincial de Madrid, de 22 de marzo de 2002. Ha inter-
venido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Javier Delgado Barrio, quien expresa el parecer de
la Sala.

I. Antecedentes

1. El 26 de abril de 2002 tuvo entrada en el Registro
General del Tribunal Constitucional escrito, procedente
del Juzgado de guardia, mediante el cual la Procuradora
de los Tribunales doña Estrella Moyano Cabrera, en nom-
bre y representación de don Pedro Reyes García-Hierro
Guisado, interpuso recurso de amparo contra la Sen-
tencia de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial
de Madrid núm. 167/2002, de 22 de marzo de 2002,
que estimando el recurso de apelación interpuesto por
el Ministerio Fiscal contra la Sentencia dictada por el
Juzgado de lo Penal núm. 18 de Madrid, de fecha 16
de julio de 2001, revocaba la misma y condenaba al
demandante de amparo como autor de un delito de robo
con intimidación y uso de medio peligroso, a la pena
de tres años y seis meses de prisión, con la accesoria
de inhabilitación especial para el derecho de sufragio
pasivo durante el tiempo de la condena, al pago de las
costas del juicio y a indemnizar a la empresa Telepizza
en 21,04 E.

2. Los hechos en los que tiene su origen el presente
recurso, relevantes para su resolución, son los siguientes:

a) La Sentencia del Juzgado de lo Penal núm. 18
de Madrid declara probado que don Pedro Reyes Gar-
cía-Hierro Guisado fue detenido con motivo de la sus-
tracción de 3.500 pesetas, de la que fue víctima don
Silvano Núñez Cruz el día 26 de octubre de 1999, sobre
las 23:00 horas, al ser abordado por un individuo de
identidad no establecida que le amenazó con clavarle
una jeringuilla que portaba en la mano, hechos ocurridos
en la Avenida Ciudad de Barcelona de Madrid, por lo
que se absolvía al acusado del delito de robo que se
le había imputado.

b) Interpuesto recurso de apelación por el Ministerio
Fiscal, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid,
aquí impugnada, declaró como hechos probados que
don Pedro Reyes García-Hierro Guisado, hoy demandante
de amparo, abordó a don Silvano Núñez Cruz, repartidor
de Telepizza, cuando éste caminaba por la Avenida Ciu-
dad de Barcelona, de Madrid, y amenazándole con cla-
varle una jeringuilla que portaba le exigió la entrega del
dinero que llevase, apoderándose de esa forma de 3.500
pesetas, propiedad de la referida empresa, con las que
se dio a la fuga y, en consecuencia, revocando la Sen-
tencia de instancia, condenó al demandante de amparo,
como autor de un delito de robo con intimidación y uso
de medio peligroso, a la pena de tres años y seis meses
de prisión, con la accesoria de inhabilitación especial
para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo
de la condena, y al pago de las costas del juicio e indem-
nización a Telepizza en 21,04 E. Es de advertir que no
se celebró vista en la apelación.

3. Sostiene el recurrente en su demanda que la Sen-
tencia dictada por la Audiencia Provincial lesiona su dere-
cho fundamental a la tutela judicial efectiva, en tanto
que procede a la revocación de una resolución judicial,
como es la Sentencia dictada por el Juzgado de lo Penal,
que parte de la libre apreciación en conciencia de las
pruebas practicadas en el juicio y es plenamente ajustada
a Derecho, ya que no realiza una valoración de aquéllas
que resulte arbitraria, ilógica o no fundamentada.

Entiende también vulnerado su derecho a la presun-
ción de inocencia porque la Audiencia Provincial con-
sidera como prueba plenamente válida para destruirla
un reconocimiento en rueda que, según él, adolece de
graves defectos, y no aprecia otras circunstancias que
convencieron al Juzgador de instancia de que él no podía
ser el autor de los hechos delictivos de los que se le
acusaba.

4. Por escrito presentado en el Registro General del
Tribunal el 28 de octubre de 2002, la representación
procesal del demandante de amparo solicitó que, en la
resolución que acuerde la admisión a trámite del pre-
sente recurso, se disponga asimismo la suspensión de
la ejecución de la pena impuesta, dada su duración de
tres años y medio de prisión, «así como la reciente esti-
mación por el Tribunal Constitucional de un recurso sus-
tancialmente idéntico» (sic).

5. Por providencias de 30 de enero de 2003, la
Sección Primera del Tribunal Constitucional acordó admi-
tir a trámite la demanda de amparo, requerir atentamente
a la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Madrid
y al Juzgado de lo Penal núm. 18 de dicha capital, para
que en el plazo de diez días remitieran, respectivamente,
testimonio del rollo de apelación núm. 9-2002 y del pro-
cedimiento oral núm. 65-2001, interesándose al propio
tiempo que se emplazara a quienes fueron parte en el
mencionado procedimiento, con excepción del recurren-
te en amparo, para que en el plazo de diez días pudieran
comparecer en este proceso constitucional, con traslado
a dichos efectos de copia de la demanda presentada,
y, conforme se solicitaba por la parte actora, formar la
correspondiente pieza separada de suspensión, y con-
ceder un plazo común de tres días al Ministerio Fiscal
y al solicitante de amparo, para que dentro de dicho
término alegaran lo que estimasen pertinente en relación
con la petición de suspensión interesada.

6. Tramitada la correspondiente pieza de suspen-
sión, la Sala Primera del Tribunal Constitucional acordó,
mediante el Auto 66/2003, de 24 de febrero, suspender
la ejecución de la Sentencia en cuanto a la pena de
tres años y seis meses de prisión y accesoria de inha-
bilitación especial para el derecho de sufragio pasivo
durante el tiempo de la condena y denegar la suspensión
en cuanto al pago de las costas del juicio y a la indem-
nización a la empresa perjudicada de 21,04 E.

7. El 12 de febrero de 2003 el Secretario del Juz-
gado de lo Penal núm. 18 de Madrid dirigió a la Sala
Primera del Tribunal Constitucional oficio expresando
que la causa 65-2001 había sido remitida al Juzgado
de Ejecutorias Penal núm. 7 de Madrid, para la ejecución
de la Sentencia. Por diligencia de ordenación de 14 de
febrero de 2003 se tuvo por recibido el anterior oficio
y se libró otro al Juzgado de Ejecutorias Penal núm. 7
de Madrid interesando la remisión del testimonio del
citado procedimiento, así como que se emplazara a quie-
nes fueron parte en el mismo, con excepción del
recurrente en amparo, para que en el plazo de diez días
pudieran comparecer en este proceso constitucional, con
traslado a dichos efectos de copias de la demanda
presentada.

8. Por diligencia de ordenación de 11 de marzo
de 2003 se tuvieron por recibidos los testimonios soli-
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citados y, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC,
se dio vista de todas las actuaciones del presente recurso
de amparo, en la Secretaría de la Sala, por un plazo
común de veinte días, al Ministerio Fiscal y a la parte
recurrente, para que dentro de dicho término puedan
presentar las alegaciones que a su derecho conviniera.

9. El 31 de marzo de 2003 tuvo entrada en el Regis-
tro General del Tribunal el escrito de alegaciones del
Ministerio Fiscal. Centrando el asunto en el problema
de la nueva valoración de la prueba llevada a cabo por
la Audiencia Provincial, modificando las inferencias rea-
lizadas en su Sentencia por el Juez de lo Penal, sin llevar
a cabo la práctica de aquélla a presencia del órgano
de apelación, el Ministerio Fiscal recuerda la doctrina
de este Tribunal sentada en la STC 167/2002, de 18
de septiembre, en la que se estima lesionado el derecho
a un proceso con todas las garantías del art. 24.2 CE
en aquellos supuestos en los cuales, tras un fallo abso-
lutorio del Juzgado de lo Penal, el órgano de apelación
dicte una Sentencia condenatoria, limitándose para ello
a la revisión de la valoración de las pruebas realizadas
en la instancia, y sin practicar éstas con inmediación.

Lo relevante, por tanto, será precisar qué medios de
prueba son tenidos en cuenta por los órganos de ins-
tancia y apelación para llegar a la respectiva conclusión.
En el supuesto que nos ocupa la prueba de cargo consiste
en la ratificación en el juicio oral de los reconocimientos,
tanto fotográfico como en rueda, que la víctima del delito
efectúa en la fase de instrucción. Mientras que para el
Juzgado de lo Penal la declaración prestada en el juicio
oral es insuficiente para destruir la presunción de ino-
cencia, para la Audiencia Provincial, no.

Se produce así una revisión, por la Audiencia Pro-
vincial, de las pruebas practicadas ante el Juez de lo
Penal, sin que las mismas se hayan celebrado en su
presencia, y, por lo tanto, sin la necesaria inmediación.
Ello, por sí solo, basta para postular la nulidad de la
Sentencia dictada, pues no existen otras pruebas dis-
tintas que permitan el dictado de una nueva Sentencia
respetuosa con el derecho a un proceso con todas las
garantías.

Por todo ello, constata el Ministerio Fiscal una vul-
neración no sólo del citado derecho sino también del
relativo a la presunción de inocencia del art. 24.2 CE,
cuya reparación exige el otorgamiento del amparo.

10. El 9 de abril presentó sus alegaciones la repre-
sentación procesal del recurrente. En las mismas se
reproducen las contenidas en la demanda ya referen-
ciada, entendiendo vulnerados por la Sentencia recurrida
los derechos a la tutela judicial efectiva y a la presunción
de inocencia. Se resalta que el pronunciamiento abso-
lutorio del Juez de lo Penal se basa en la observación
directa por parte del juzgador de diferencias entre la
descripción que del autor de los hechos hace la persona
que efectúa el reconocimiento en rueda y las caracte-
rísticas físicas del acusado. La Audiencia Provincial, por
su parte, revoca la Sentencia absolutoria, imponiendo
una grave condena sin celebración de vista ni práctica
por su parte de prueba alguna, lo que comporta que
dicha resolución no ha respetado los principios de inme-
diación y de contradicción, menoscabando el derecho
fundamental del demandante de amparo a la tutela judi-
cial efectiva, puesto que no ha sido posible descartar
las dudas razonables que el juzgador que llevó a cabo
el enjuiciamiento pudo apreciar conforme a su obser-
vación directa.

Por otro lado, sostiene que es evidente que la Sen-
tencia dictada por la Audiencia incurre en una vulne-
ración del derecho a un proceso con todas las garantías,
en el sentido de que las exigencias derivadas de los
principios de contradicción e inmediación obligan a la
celebración de vista para la revocación en apelación de

una Sentencia absolutoria dictada en primera instancia.
El caso aquí planteado le parece sustancialmente idén-
tico al resuelto por el Tribunal Constitucional en la
STC 167/2002, de 18 de septiembre, cuyas principales
argumentaciones reproduce, para concluir solicitando
que se tengan por hechas las alegaciones y manifes-
taciones formuladas.

11. Por providencia de 20 de mayo de 2004 se
señaló para deliberación y fallo de la presente Sentencia
el día 24 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
la Sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia Pro-
vincial de Madrid de 22 de marzo de 2002 que, esti-
mando el recurso de apelación interpuesto por el Minis-
terio Fiscal contra la Sentencia dictada por el Juzgado
de lo Penal núm. 18 de Madrid de fecha 16 de julio
de 2001, que había absuelto al ahora demandante, y
revocándola, lo condenó como autor de un delito de
robo con intimidación y uso de medio peligroso, a la
pena de tres años y seis meses de prisión, con la acce-
soria de inhabilitación especial para el derecho de sufra-
gio pasivo durante el tiempo de la condena, al pago
de las costas del juicio y a indemnizar a la empresa
Telepizza en 21,04 E.

Entiende el recurrente que se han lesionado sus dere-
chos fundamentales a la tutela judicial efectiva y a la
presunción de inocencia, incluyendo también en su escri-
to de alegaciones el derecho a un proceso con todas
las garantías, con invocación de la doctrina contenida
en la STC 167/2002, de 18 de septiembre, respecto
a la necesidad de celebrar vista pública en la segunda
instancia para revocar una absolución obtenida en la
primera, siempre que se produzca una nueva valoración
de la prueba que requiera inmediación.

El Ministerio Fiscal interesa también el otorgamiento
del amparo, por entender vulnerado el derecho a un
proceso con todas las garantías, reconocido en el
art. 24.2 CE, en aplicación de la argumentación de la
STC 167/2002, de 18 de septiembre, pues nos hallamos
en un caso en el que se ha producido una revisión de
las pruebas practicadas ante el Juez de lo Penal, sin
que las mismas se hayan celebrado en presencia de
la Audiencia Provincial y, por lo tanto, sin la necesaria
inmediación. Ello, por sí solo, basta para postular la nuli-
dad de la Sentencia dictada, pues no existen otras prue-
bas distintas que permitan el pronunciamiento de una
nueva Sentencia respetuosa con el derecho a un proceso
con todas las garantías.

2. El examen de la demanda de amparo debe ini-
ciarse, como indicábamos en la STC 50/2004, de 30
de marzo, FJ 2, señalando que, y así lo advierte el Fiscal,
la queja ha de incardinarse inicialmente en el derecho
a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE), pues-
to que las exigencias de inmediación, publicidad y con-
tradicción en la práctica y valoración de la prueba
que sustenta la condena en segunda instancia inte-
gran las que dicho derecho fundamental engloba
(STC 167/2002, de 18 de septiembre), y dado que lo
esencial para el examen de amparo no es la denomi-
nación o nomen iuris del derecho fundamental espe-
cificado como lesionado, sino que lo decisivo es que
la queja haya sido correctamente planteada.

Como hemos reiterado en múltiples ocasiones, y en
particular respecto de la reordenación de una queja simi-
lar en el ámbito del derecho al proceso con todas las
garantías (SSTC 200/2002, de 28 de octubre, FJ 2;
230/2002, de 9 de diciembre, FJ 7; 118/2003, de 16
de junio, FJ 2), «la imprecisión ... en la calificación jurídica
de ... [la] queja en modo alguno constituye un obstáculo



BOE núm. 140. Suplemento Jueves 10 junio 2004 33

para su enjuiciamiento bajo el marco constitucional ade-
cuado ... al resultar clara y perfectamente delimitada en
las demandas la infracción aducida y las razones en las
que la misma se asienta», siendo de añadir, como ya
se ha dicho, que en su escrito de alegaciones el
demandante identificaba correctamente el mencionado
derecho.

3. El Pleno de este Tribunal en la STC 167/2002,
de 18 de septiembre (FFJJ 9, 10 y 11), afirmó la nece-
sidad de respetar las garantías de publicidad, inmedia-
ción y contradicción en la valoración de las pruebas en
la segunda instancia penal, adaptando la interpretación
constitucional del derecho a un proceso con todas las
garantías a las exigencias del art. 6.1 del Convenio euro-
peo para la protección de los derechos humanos y las
libertades públicas (en adelante, CEDH), en la interpre-
tación que de él viene haciendo el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos (SSTEDH de 26 de marzo de 1988,
caso Ekbatani contra Suecia; de 8 de febrero de 2000,
caso Cooke contra Austria y caso Stefanello contra San
Marino; de 27 de junio de 2000, caso Contantinescu
contra Rumania; y 25 de julio de 2000, caso Tierce
y otros contra San Marino).

En particular, señalamos en aquella Sentencia que
el art. 6.1 CEDH recoge el derecho que asiste al acusado
a estar presente en el juicio y a ser oído personalmente
y que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos viene
afirmando que, pese a no resultar imprescindible en todo
caso la celebración de vista en segunda instancia ya
que dicha exigencia depende de la naturaleza de las
cuestiones a juzgar y las circunstancias del caso, cuando
el órgano de apelación tiene que pronunciarse global-
mente sobre la culpabilidad o inocencia del acusado,
el recurso no puede resolverse sin un examen directo
y personal del mismo cuando niega haber cometido el
hecho.

La STC 167/2002, de 18 de septiembre, declaró
la lesión del derecho a un proceso con todas las garantías
en las circunstancias del caso «al haber procedido la
Audiencia Provincial a revisar y corregir la valoración
y ponderación que el Juzgado de lo Penal había efec-
tuado de las declaraciones de los recurrentes en amparo,
sin respetar los principios de inmediación y contradic-
ción» (FJ 11). Además, en la citada decisión precisamos
que «la Audiencia Provincial debía conocer en el caso
ahora considerado tanto de las cuestiones de hecho,
como de Derecho, planteadas en la apelación, y pro-
nunciarse en concreto sobre la culpabilidad o inocencia
de los demandantes de amparo, absueltos en primera
instancia del delito que se les imputaba, quienes en el
acto del juicio habían negado que se hubieran cometido
los hechos de los que se les acusaba. Además en este
caso debía valorar y ponderar las declaraciones incri-
minatorias prestadas por éstos ante la policía y ratifi-
cadas ante el Juez de Instrucción, y las declaraciones
exculpatorias que realizaron en el acto del juicio, depen-
diendo de la valoración y ponderación de tales decla-
raciones la condena o absolución de los demandantes
de amparo. En tales circunstancias es evidente que el
respeto a los principios de inmediación y contradicción,
que forman parte del derecho a un proceso con todas
las garantías, exigían que el Tribunal de apelación hubie-
ra oído personalmente a los demandantes de amparo,
en orden a llevar a cabo aquella valoración y ponde-
ración» (STC 167/2002, de 18 de septiembre, FJ 11).

Y en la STC 50/2004, de 30 de marzo, FJ 2, seña-
lábamos que «en Sentencias posteriores, en las que
hemos apreciado la vulneración del derecho al proceso
con todas las garantías (art. 24.2 CE) en aplicación de
dicha doctrina, hemos ido perfilándola en el sentido de
que la revocación en segunda instancia de una Sentencia
penal absolutoria y su sustitución por una Sentencia con-

denatoria, tras realizar una nueva valoración y ponde-
ración de los testimonios de acusados y testigos en la
que se fundamenta la modificación del relato de hechos
probados y la condena, requiere que la nueva valoración
de estos medios de prueba se efectúe con un examen
directo y personal de los acusados y testigos, en un
debate público en el que se respete la posibilidad de
contradicción (SSTC 197/2002, de 28 de octubre, FJ 4;
198/2002, de 28 de octubre, FJ 2; 200/2002, de 28
de octubre, FJ 6; 212/2002, de 11 de noviembre, FJ 3;
230/2002, de 9 de diciembre, FJ 8; 41/2003, de 27
de febrero, FJ 5; 68/2003, de 9 de abril, FJ 3;
118/2003, de 16 de junio, FJ 4; 189/2003, de 27
de octubre, FJ 4; 209/2003, de 1 de diciembre, FJ 3)».
En el mismo sentido, SSTC 10/2004, de 9 de febrero,
FJ 6; 12/2004, de 9 de febrero, FJ 4; 28/2004, de
4 de marzo, FJ 6, y 40/2004, de 22 de marzo, FJ 5.

4. Pues bien, de conformidad con lo interesado por
el Ministerio Fiscal, y en aplicación de los criterios con-
tenidos en la doctrina reseñada, hemos de otorgar el
amparo que se nos solicita, ya que la Audiencia Provincial
condenó al recurrente, tras revocar la Sentencia abso-
lutoria dictada en primera instancia y modificar el relato
de hechos probados, sobre la base de una nueva valo-
ración y ponderación de las declaraciones del denun-
ciante.

El Juez de lo Penal, en la Sentencia de instancia,
absolvió al ahora demandante, porque la declaración del
denunciante ratificando la «diligencia de reconocimiento
fotográfico o la rueda de reconocimiento» se consideró
insuficiente, en los siguientes términos: «en el presente
caso se suscitan dudas de identidad en atención a que
la descripción que del autor de los hechos efectuó en
su momento el denunciante, no coincide exactamente
con las características físicas que advertimos en sala
al aquí acusado, tanto en el color del pelo, que parece
negro y no castaño, cuanto en altura y edad, pues dicha
edad es visiblemente mayor en el acusado que en la
persona que describió el denunciante en comisaría, por
cuanto tiene seis años más, como igualmente no coin-
cide el aspecto de la nariz, que no nos resulta puntiaguda,
aunque sí fina». La Audiencia, sin embargo, valora aquel
testimonio de manera diferente, deduciendo de tal prue-
ba la conclusión contraria, y lo hace realizando una nueva
reflexión sobre la fiabilidad como prueba de cargo de
las declaraciones de la víctima, que reúnen para ella
los requisitos exigidos jurisprudencialmente, nueva
reflexión que le conduce a considerar destruida la pre-
sunción de inocencia y a pronunciar la condena del
demandante de amparo como autor de un delito de robo
con intimidación y uso de medio peligroso. Todo ello
sin haber celebrado vista pública en la que recibir de
nuevo los testimonios del denunciante y del aquí deman-
dante de amparo.

Así las cosas, es claro que la Audiencia Provincial
se pronunció sobre la culpabilidad del acusado, absuelto
en primera instancia, que negó su intervención en los
hechos, sin celebrar nueva vista pública y, por tanto,
sin oírlo personalmente ni tampoco al denunciante, de
modo que con dicho proceder vulneró el derecho del
demandante de amparo a un proceso con todas las
garantías (art. 24.2 CE). La revisión y corrección de la
valoración y ponderación de los testimonios de aquéllos,
con base en la cual la Audiencia efectuó la modificación
de los hechos probados para dictar la Sentencia con-
denatoria, requería la celebración de vista pública y oír
personalmente al testigo y al acusado.

5. Dicha declaración de vulneración del derecho a
un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE) ha
de ir acompañada, en el presente caso, de la declaración
de vulneración del derecho a la presunción de inocencia
(art. 24.2 CE), también alegada por el demandante de
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amparo, al igual que hemos hecho en ocasiones similares
(SSTC 167/2002, de 18 de septiembre, FJ 12;
197/2002, de 28 de octubre, FJ 5; 198/2002, de 28
de octubre, FJ 5; 212/2002, de 11 de noviembre, FJ 4;
68/2003, de 9 de abril, FJ 4; 118/2003, de 16 de
junio, FJ 6; 209/2003, de 1 de diciembre, FJ 6; y
50/2004, de 30 de marzo, FJ 4). Al residir el fundamento
de la condena del recurrente de amparo exclusivamente
en el testimonio de la víctima, y no estar rodeada la
ponderación de dicho medio de prueba de las debidas
garantías de inmediación, oralidad, publicidad y contra-
dicción, la Sentencia condenatoria carece de soporte
constitucionalmente apto para enervar la presunción de
inocencia. Por consiguiente, procede también la anula-
ción de la Sentencia de la Audiencia Provincial.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Pedro Gar-
cía-Hierro Guisado y, en su virtud:

1.o Reconocer sus derechos a un proceso público
con todas las garantías y a la presunción de inocencia
(art. 24.2 CE).

2.o Anular la Sentencia de la Sección Sexta de la
Audiencia Provincial de Madrid de 22 de marzo de 2002.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de mayo de dos mil
cuatro.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo Gar-
cía Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier
Delgado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge
Rodríguez-Zapata Pérez.—Firmado y rubricado.

10772 Sala Primera. Sentencia 96/2004, de 24 de
mayo de 2004. Recurso de amparo
3358-2002. Promovido por don José Sánchez
Caparrós frente a la Sentencia de la Audiencia
Provincial de Alicante que le condenó por un
delito de robo con intimidación.
Vulneración del derecho a un proceso con
garantías: condena pronunciada en apela-
ción sin haber celebrado vida pública
(STC 167/2002).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio, don Rober-
to García-Calvo y Montiel y don Jorge Rodríguez-Zapata
Pérez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3358-2002, promovido
por don José Sánchez Caparrós, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Marta Sanz Amaro y
asistido por el Abogado don Antonio Martínez Camacho,
contra la Sentencia de la Sección Séptima de la Audien-
cia Provincial de Alicante de 30 de abril de 2002, núm.

238-2002. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Javier Delgado Barrio, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el 29 de mayo de 2002, doña Marta
Sanz Amaro, Procuradora de los Tribunales, en nombre
y representación de don José Sánchez Caparrós, asistido
del Letrado don Antonio Martínez Camacho, interpuso
demanda de amparo contra la Sentencia de la Sección
Séptima con sede en Elche de la Audiencia Provincial
de Alicante de 30 de abril de 2002 que, revocando par-
cialmente la dictada por el Juzgado de lo Penal núm.
2 de Elche el 19 de febrero de 2002 en el juicio oral
núm. 27-2002, condenó al ahora recurrente, como autor
de un delito de robo con intimidación previsto en los
arts. 237 y 242.1 y 2 CP, a la pena de tres años y
seis meses de prisión, con la accesoria legal de inha-
bilitación especial para el ejercicio del derecho de sufra-
gio pasivo durante el tiempo de la condena.

2. Los hechos relevantes para la resolución del pre-
sente amparo son, en síntesis, los que a continuación
se relatan:

a) El 13 de octubre de 2001 doña María Terol Escla-
pez, mediante llamada al servicio policial 091, denunció
que encontrándose en el establecimiento comercial
denominado «Diqua», sito en la calle Desamparados
núm. 9 de Elche, en el que trabaja como empleada,
sobre las 19:00 horas entró una persona que, al tiempo
que exhibía un cuchillo, le exigió que le entregara el
dinero que tuviera, si bien, al accionar la denunciante
un timbre de alarma, dicho individuo se dio a la fuga.
Posteriormente, en las dependencias policiales le fueron
mostrados diversos álbumes fotográficos, procediendo
a identificar, como autor del hecho, a quien resultó ser
don Pedro Sánchez Lorente.

A su vez, el 14 de octubre de 2001 doña Virginia
de la Torre Rico denunció en la comisaría policial de
Elche haber sido víctima de un robo con intimidación,
cometido sobre las 19:45 horas del día anterior, cuando
se encontraba, en su condición de empleada, en un esta-
blecimiento comercial denominado «Okside», sito en la
calle Porta de Alicante núm. 1 de Elche. En su denuncia
manifestó que el hecho fue cometido por dos hombres,
de los que aportó su descripción física, uno de los cuales
la intimidó con un cuchillo, apoderándose de 20.000
pesetas de la caja y de un teléfono móvil de su propiedad.
Posteriormente, a la vista también de los álbumes foto-
gráficos que le fueron mostrados en las dependencias
policiales, identificó a quienes resultaron ser don Pedro
Sánchez Lorente y don José Sánchez Caparrós como
autores del hecho denunciado.

El 15 de octubre de 2001 las dos indicadas personas
fueron detenidas por agentes policiales, cuando se
encontraban juntas en una calle de la localidad de Elche.

b) Por el Juzgado de Instrucción núm. 6 de Elche
se tramitaron diligencias previas de procedimiento abre-
viado, registradas con el núm. 1707-2001, que traían
causa de las referidas denuncias. Concluida la instrucción
de la causa, el Ministerio Fiscal formuló escrito de acu-
sación contra don Pedro Sánchez Lorente, a quien impu-
tó la comisión de dos delitos de robo con intimidación,
uno en grado de tentativa y otro consumado, solicitando
la imposición de sendas penas de prisión, de tres años
por el primero y de cuatro años y seis meses por el
segundo. Igualmente acusó a don José Sánchez
Caparrós, a quien imputó un delito consumado de robo
con intimidación, solicitando la imposición de una pena
de prisión de cuatro años y seis meses. Para ambos
acusados solicitó además la pena accesoria legal de inha-


